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Acta N° 606 de 15-12-2015
Expediente 66001-22-13-000-2015-00902-00
I. Asunto

Decide el Tribunal la acción de tutela interpuesta por la señora CLAUDIA PATRICIA BENJUMEA GRISALES, quien dijo actuar como representante legal de su hijo menor MIGUEL ÁNGEL GUTIERREZ BENJUMEA, contra el Ministerio del Trabajo y Seguridad Social, como vinculados la Inspectora de Trabajo y Seguridad Social YANETH MALDONADO OROZCO de la Dirección Territorial de Risaralda, a la empresa YANUBA COMERCIALIZADORA e igualmente se enteró del asunto a la Defensora de Familia adscrita a esta Sala.
II. Antecedentes

1.
Considera la accionante que la Dirección Territorial del Ministerio del Trabajo vulnera el derecho fundamental a la calidad de vida y al trabajo de su representado. Pide su protección y se ordene a la querellada conceder el permiso para que su hijo pueda trabajar en la empresa YANUBA COMERCIALIZADORA, con el compromiso de continuar sus estudios.
2.
Adujo la actora que elevó un derecho de petición a la Dirección Territorial de Risaralda con el fin de obtener el permiso para trabajar de su menor hijo, en la empresa YANUBA COMERCIALIZADORA, pero se le negó; en primer término porque no estaba estudiando, lo que contraría lo exigido en el artículo 28 del Código de Infancia y Adolescencia, y en segundo lugar, porque la labor a desempeñar debía hacerse en la calle, lo que no está permitido a los menores de edad, por tratarse de una actividad peligrosa, según la Resolución 03597 de 2013, emanada del Ministerio del Trabajo.
3.
La acción de amparo fue admitida por auto de primero de diciembre último, vinculando a la Inspectora de Trabajo y Seguridad Social YANETH MALDONADO OROZCO y posteriormente, a la Comercializadora “YANUBA”, a quienes se dio traslado de la demanda. Igualmente se enteró del asunto a la Defensora de Familia adscrita a esta Sala.
3.1.
El Ministerio del Trabajo por intermedio del Jefe de la Oficina Asesora Jurídica, señala que a través de la funcionaria asignada y mediante el oficio 9066170-726 del 17 de noviembre de 2015, le precisó a la señora Gloria Patricia Benjumea, las razones por las cuales en las condiciones solicitadas no se podía autorizar el trabajo de su hijo menor de edad y que si se consentía en ello, debía garantizarse el cumplimiento de dos requisitos: que el trabajo se desempeñe dentro de las instalaciones de la empresa y un compromiso serio respecto de la escolarización del menor (fl. 19-28).
En tal sentido considera se debe declarar la improcedencia de la acción. Anexa copia de los escritos a que hizo referencia.
3.2. Los vinculados guardaron silencio.
III. Consideraciones de la Sala
1.
Esta Corporación es competente para conocer de la tutela, de conformidad con lo previsto en el artículo 86 C. P., Decreto 2591 de 1991 y los pertinentes del Decreto 1382 de 2000.
2. De acuerdo con el artículo 86 de la Constitución Política, toda persona podrá acudir a la acción de tutela para reclamar la protección a sus derechos constitucionales fundamentales, y procederá contra toda acción u omisión de la autoridades públicas, o particulares según se trate, siempre que el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
3.
La Corte Constitucional en sentencia T-546 de 2013, con ponencia del Magistrado Jorge Ignacio Pretelt Chaljub, dispone, con relación al trabajo infantil:
“(…) Pese a existir la obligación de erradicación del trabajo infantil, dada su vocación progresiva, el ordenamiento jurídico colombiano, en atención a la realidad social,  económica y cultural  que involucra  a los menores de edad en el mundo laboral, se ha encargado de regular su prestación, estableciendo una edad mínima de admisión generalizada del menor al empleo. Tal admisión, al considerarse incompatible con la garantía del derecho a la educación, no puede darse antes de que el menor haya completado su escolaridad, es decir, hasta antes de los 15 años. 

Sin embargo, dicha permisibilidad constitucional como respuesta al contexto socioeconómico del país, exige la intervención del Estado para regularizar y humanizar las condiciones de trabajo. En atención a dicha circunstancia, la ejecución de actividades laborales por parte de menores de edad entre los 15 y 18 años, se sujeta a las siguientes condiciones que revisten el carácter de orden público, a saber: 

i) La prohibición de ejecutar labores que desarrollen explotación laboral o económica, y trabajos riesgosos.
ii) La flexibilidad laboral, la cual se hace efectiva en la reglamentación apropiada de horarios y condiciones de trabajo.

(iii) La autorización escrita del Inspector del Trabajo o, en su defecto, de la primera autoridad local. (…)”

IV. Del caso concreto
1.
Reclama la señora Claudia Patricia Benjumea se protejan los derechos fundamentales de su hijo Miguel Ángel Gutiérrez Benjumea, que considera conculcados por el Ministerio del Trabajo, ante la negativa de concederle el permiso que requiere como menor de edad para trabajar.
2. Adujo la autoridad accionada que la Dirección Territorial de Risaralda, le precisó a la señora Gloria Patricia Benjumea, las razones por las cuales en las condiciones solicitadas no se podía autorizar el trabajo de su hijo menor de edad y que, ante una eventual autorización, debía garantizarse el cumplimiento de dos requisitos: que el trabajo se desempeñe dentro de las instalaciones de la empresa y un compromiso serio respecto de la escolarización del menor.
3.
El Código de la Infancia y la Adolescencia, Ley 1098 de 2006, señala en el artículo 35 que los adolescentes entre los 15 y 17 años requieren para poder trabajar la autorización expedida por el Inspector de Trabajo o, en su defecto, por el ente territorial local. La misma normatividad (art. 113) establece que para el otorgamiento del permiso, es necesario que el peticionario cumpla con los requisitos allí señalados, como son:
“1. Deberá tramitarse conjuntamente entre el empleador y el adolescente;

 

2. La solicitud contendrá los datos generales de identificación del adolescente y del empleador, los términos del contrato de trabajo, la actividad que va a realizar, la jornada laboral y el salario.

 

3. El funcionario que concedió el permiso deberá efectuar una visita para determinar las condiciones de trabajo y la seguridad para la salud del trabajador.

 

4. Para obtener la autorización se requiere la presentación del certificado de escolaridad del adolescente y si este no ha terminado su formación básica, el empleador procederá a inscribirlo y, en todo caso, a facilitarle el tiempo necesario para continuar el proceso educativo o de formación, teniendo en cuenta su orientación vocacional.

5. El empleador debe obtener un certificado de estado de salud del adolescente trabajador.

 

6. La autorización de trabajo o empleo para adolescentes indígenas será conferida por las autoridades tradicionales de la respectiva comunidad teniendo en cuenta sus usos y costumbres. En su defecto, la autorización será otorgada por el inspector del trabajo o por la primera autoridad del lugar.

 

7. El empleador debe dar aviso inmediato a la autoridad que confirió la autorización, cuando se inicie y cuando termine la relación laboral”.

También la Resolución 3597 de 2013, expedida por el Ministerio del Trabajo, señala en el punto 3.4.15, como una de las peores formas de trabajo infantil los trabajos en la calle, ya que por su naturaleza y condición, implican alta peligrosidad y riesgos de seguridad, químicos, biológicos, morales y psicosociales entre otros.

4.
Ahora, verificada la prueba documental allegada con la acción de tutela, observa la Sala que en realidad dicha entidad le informó a la señora Benjumea Grisales de los requisitos ausentes en su solicitud para acceder al permiso de trabajo deprecado, puesto que no acreditó el cumplimiento de los presupuestos exigidos por la ley para que el Ministerio de la Protección Social, a través de la División Territorial de Risaralda, procediera a la autorización para que su hijo se desempeñara laboralmente, sin que pueda aducirse que tal entidad, de manera subjetiva, por capricho o arbitrariedad, le hubiere negado el mismo.

Además, se resalta que el Ministerio del Trabajo le señaló a la accionante, en la respuesta a su derecho de petición (fl. 10), que si se comprometía en la escolarización de su hijo y la empresa contrataba al menor para laborar dentro de las instalaciones de la misma, se le podía autorizar al empleador para contratarlo, deduciendo además del acta de reunión que obra a folios 8 y 9 del plenario, que al parecer el menor ya cursó el noveno grado, que equivale a la educación básica de que trata el Código de la Infancia y la Adolescencia en su artículo 28, por lo que únicamente le restaría que el empleador lo contrate para trabajar dentro de las instalaciones de la empresa, para obtener el permiso pretendido.
De conformidad con lo expuesto, no encuentra esta Magistratura conculcados los derechos fundamentales reclamados. Por el contrario, lo que se vislumbra es que la entidad accionada propende por la protección en un todo de los derechos fundamentales del menor MIGUEL ÁNGEL GUTIERREZ BENJUMENA. En consecuencia se negará el amparo reclamado frente al Ministerio del Trabajo y de la Protección Social.
V. Decisión

En mérito de lo expuesto, la Sala de decisión Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
RESUELVE:

Primero: NEGAR el amparo constitucional invocado por la señora CLAUDIA PATRICIA BENJUMEA contra el Ministerio del Trabajo y Seguridad Social,  tramite en el que se vinculó la Inspectora de Trabajo y Seguridad Social YANETH MALDONADO OROZCO de la Dirección Territorial de Risaralda.
Segundo: Notifíquese esta decisión a las partes por el medio más expedito posible (Art. 5o. Dto. 306 de 1992).

Tercero: Si no fuere impugnada esta decisión, remítase el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.
Cópiese y notifíquese,
Los Magistrados,
EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
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